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Exp. 763/2021-2 


TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
SEGUNDA SALA UNITARIA
EXPEDIENTE: 763/2021-2
PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTOR DE RECAUDACIÓN Y POLITICA FISCAL DE LA SECRETARIA DE FINANZAS DE GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI
MAGISTRADA:

MARÍA OLVIDO RODRÍGUEZ VÁZQUEZ

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

OSCAR TORRES HERRERA  
San Luis Potosí, San Luis Potosí, a dieciocho de octubre de dos mil veintitrés.
V I S T O,  para resolver en definitiva el Juicio Contencioso Administrativo número 763/2021-2 promovido por el C. **********,  en su carácter de representante legal de la persona moral **********contra actos emitidos por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría  de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí.
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el veintiocho de octubre de dos mil veintiuno, el C. **********,  en su carácter de representante legal de la persona moral **********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo contra actos emitidos por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, y por el acto que a continuación se precisa:
“La resolución de fecha 11 de agosto de 2021, con oficio **********, emitida por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, mediante la cual se resuelve la solicitud de inscripción en el Registro Estatal Vehicular, presentada por mi mandante el día 30 de octubre de 2019”

II.- Por auto de fecha cuatro de noviembre de dos mi veintiuno, se admitió a trámite la demanda, ordenándose correr traslado con las copias simples del escrito inicial a la autoridad demandada, para que contestara lo que a su derecho correspondiera, ofreciera, exhibiera las pruebas que estimara convenientes y expresara los hechos con los que se encontraran relacionados, apercibida que en caso de no hacerlo se declararía la preclusión del derecho correspondiente y se les tendría por contestando la demanda en sentido afirmativo.

Así mismo, se ordenó darle vista al Secretario de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, como superior jerárquico de la autoridad demandada, para su conocimiento y efectos legales procedentes.

Por otro lado, se procedió a otorgar la suspensión solicitada por la parte actora, para que las cosas se mantuvieran en el estado que guardaban hasta en tanto se resolviera en definitiva el presente juicio.

III.- Por auto de fecha treinta y uno de enero de dos mil veintidós, se tuvo al Licenciado **********, en su carácter de Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, por contestando la demanda, por lo que se ordenó correr traslado a la parte actora para los efectos legales que a su derecho correspondiera.

Por otra parte, con fundamento en lo establecido por los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvieron como pruebas de las partes las siguientes:

A la parte actora:

1.- Copia certificada del instrumento notarial **********, a cargo del protocolo notario público **********, **********, con ejercicio en esta ciudad.
2.- Oficio **********, de once de agosto de dos mil veintiuno;

3.- Copia al carbón del acta de notificación de trece de septiembre de dos mil trece;

4.- Copia certificada del acuse de recibo de treinta de octubre de dos mil diecinueve, dirigido a la autoridad demandada;

5.- Impresión de las facturas expedidas por el sistema de compras, S.A. de C.V.;

6.- Presuncional legal y humana; 

7. Instrumental de actuaciones; y
8.- Respecto de la documental que detalla en el punto 6 de su demandada, como el expediente administrativo relacionada con la solicitud presentada el treinta de octubre de dos mil diecinueve; con fundamento en los artículos 55 y 235 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se requirió a la autoridad demandada, para que en el término de cinco días hábiles, exhibiera copia certificada de la totalidad de las constancias que integran el expediente administrativo formado con motivo de la resolución impugnada -**********-;
A la autoridad demandada:

1.- Oficio **********, de once de agosto de dos mil veintiuno;

2.- Instrumental de actuaciones;

3.- Presuncional legal y humana; y

4.- En relación a la prueba de inspección ocular que refiere en el capítulo de pruebas de su contestación de cuenta, en el punto 2; es necesario destacar que el numeral 112 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, establece que el oferente de dicha prueba, deberá precisar los objetos, cosas, lugares o hechos que pretendan ser observados mediante la intervención de la autoridad; y toda vez que, la autoridad demandada no preciso de forma concreta lo que se debería inspeccionar en las constancias y autos del expediente **********; por tanto, de conformidad con el artículo 235 del citado código, se le requirió para que en el término de cinco días hábiles, precisara los extremos bajo los cuales se llevaría a cabo la prueba de inspección ocular que ofrecio; apercibida que en caso de hacerlo se le desecharía la citada probanza.
Por último, y toda vez que la autoridad demandada en su oficio contestación de demanda planteo el sobreseimiento del juicio por extemporaneidad en la presentación de la demanda por las razones que ahí expone; por tanto, con fundamento en el artículo 237, fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se le otorgo a la parte actora el plazo de diez días, a efecto de que pudiera ampliar su demanda, apercibida que de no hacerlo en el término legal otorgado, se le tendría por precluido su derecho para ampliar la demanda.
IV.- Por auto de fecha quince de marzo de dos mil veintidós, se tuvo al Licenciado **********, en su carácter de Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas, por dando cumplimiento al requerimiento efectuado en auto de fecha treinta y uno de enero de dos mil veintidós.

Por otra parte, se tuvo a la persona moral actora por interponiendo la ampliación de demanda, por lo que se ordenó correrle traslado a la autoridad demandada, para que contestara la misma en el término de diez días, apercibida que de no hacerlo se declararía la preclusión del derecho correspondiente y se le tendría por contestando la ampliación de demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.
V.- Por auto de fecha nueve de mayo de dos mil veintidós, se tuvo a la autoridad demanda por contestando la ampliación de demanda por lo que se ordenó correrle traslado a la persona moral actora, para los efectos legales que a su derecho correspondía.

Por otra parte se tuvo por ofrecidas y admitidas las pruebas derivadas de la ampliación de demanda, las siguientes:
A la parte actora: 
1.- Respecto al expediente **********, se requirió a la parte actora para que en un término de tres días, exhibiera las documentales de las que hizo mención, o bien manifestara la justificación legal que le imposibilitara su cumplimiento.

A la autoridad demandada:

1.- Instrumental de actuaciones.

2.- Presuncional legal y humana.
3.- Por otra parte, se tuvo por admitida la prueba de inspección ocular ofrecida por la autoridad demandada. 

VI.- Por último se señalaron las once horas del trece de julio de dos mil veintitrés, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

VII.- En la fecha y hora señaladas se llevó a cabo la audiencia final, sin la asistencia de las partes. Enseguida el Secretario de Acuerdos dio cuenta con las constancias de autos, posteriormente en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas todas y cada una de las pruebas admitidas a las partes dada su propia y especial naturaleza, acto continuo se procedió al desahogo de la prueba de inspección ocular, y se dio por concluido el periodo correspondiente. En período de alegatos,  se tuvieron por no formulados por ninguna de las partes.  Enseguida se hizo constar que no existían pruebas o diligencia pendiente por desahogar, dándose por concluida la audiencia y finalmente se citó para resolver.

C  O  N  S  I  D  E  R  A  N  D  O
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio contencioso administrativo conforme a lo dispuesto por los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, párrafo segundo y 7°, fracciones I y III, 9 fracción III, 24, 35, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- La existencia del acto impugnado se encuentra acreditada, toda vez que la parte actora exhibió anexa a su demanda copia de la resolución de fecha once de agosto de dos mil veintiuno, con número de oficio **********, misma que obra agregada a foja de la 28 a la 30 del expediente en que se actúa, a la cual se le concede valor probatorio pleno de acuerdo con el artículo 72 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado, al ser un documento público y al no haber sido objetada por la contraparte, por lo contrario, fue reconocida su emisión.
TERCERO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Segunda Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

En lo que respecta al C. **********, comparece con su personalidad de representante legal de **********, situación que lo acredita con la copia certificada del instrumento notarial número **********, protocolizado ante la fe del Notario Público número **********, con ejercicio en el primer distrito judicial del Estado, misma que se encuentra visible a fojas de la 20 a la 27 del expediente en el que se actúa, tal y como lo dispone el artículo 231 del Código Procesal Administrativo del Estado.
Por otra parte, se debe de tomar en cuenta que el acto impugnado contenido en el oficio No. **********, emitido por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Estado de San Luis Potosí, acto impugnado en este juicio, se encuentra dirigido a la persona moral actora, documental que obra a foja de la 28 a la 30 del expediente en el  que se actúa. 
Tocante a la autoridad demandada los CC. Licenciados **********, ambos en su carácter de Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, acreditaron la calidad del cargo y su personalidad, en términos de lo previsto en el artículo 220, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibiendo  copia certificada de su nombramiento expedido por el Oficial Mayor del Poder Ejecutivo, el primero de ellos  de fecha veintiséis de septiembre de dos mil veintiuno; y el segundo de fecha primero de febrero de dos mil veintidós, los  cuales obran agregados a fojas 65 y 76 de autos.

Las documentales de referencia adquieren valor probatorio pleno, con apoyo legal en el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

CUARTO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte Actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo del Estado, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
La autoridad demandada al momento de producir su contestación de demanda, hace valer la causal de sobreseimiento prevista en el artículo 229 fracción II, en relación con el dispositivo 228 fracción VI, ambos del Código Procesal Administrativo de San Luis Potosí, en virtud de que la resolución impugnada en el presente juicio constituye un acto consentido al no haberse presentado oportunamente la demanda de nulidad.

Que en el presente asunto, la demanda de nulidad fue presentada fuera del término de treinta días a que se refiere el citado artículo 24, ello en virtud de que en primer término destaca que el presente asunto tiene relación directa con el juicio de nulidad ********** dentro del cual se dictó sentencia de fecha cuatro de marzo de dos mil veintiuno, en la cual se declaró la nulidad para el efecto de que la autoridad emitiera resolución debidamente fundada y motivada.

Para dar cumplimiento a dicha sentencia la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, emitió el oficio **********, de fecha once de agosto de dos mil veintiuno

Por auto de fecha dieciséis de agosto de dos mil veintiuno, la tercera Sala Unitaria, ordenó dar vista la parte actora para que dentro del plazo de cinco días manifestara lo que a su derecho conviniera.

Dicho auto fue legalmente notificado a la parte actora el día veintitrés de agosto de dos mil veintiuno, en virtud de haberse puesto a su disposición desde el día diecinueve de agosto de dos mil veintiuno en el correo electrónico ********** que le fue proporcionado por el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa para a tal efecto.

Por lo que si mediante auto de fecha dieciséis de agosto de dos mil veintiuno se le dio vista a la parte actora del oficio impugnado de fecha once de agosto de dos mi veintiuno, debería tenérsele como conocedor desde el día veintitrés de agosto de dos mil veintiuno, por lo cual, es indudable que la interposición de la demanda que nos ocupa se realizó fuera del término legalmente previsto al haberse presentado hasta el veintiocho de octubre, por lo cual lo procedente es que se decrete el sobreseimiento del juicio.

En ese sentido y debido a la causal de sobreseimiento hecha valer por la autoridad demandada en su contestación de demanda, se le otorgó a la parte actora la ampliación de demanda, en la que manifestó que contrario a lo manifestado por la autoridad demandada el acto impugnado fue notificado con fecha trece de septiembre de dos mil veintiuno, tal y como se planteó desde la demanda inicial, y como se comprueba con el acta de notificación realizada por el notificador y ejecutor.
Que resulta incoherente que la autoridad demandada diga en su contestación de demanda que el oficio en cuestión fue notificado a su mandante con fecha veintitrés de agosto de dos mil veintiuno, y posteriormente declare y por ende confirme, que el notificador adscrito a la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas de  Estado, notifico el referido oficio a su representada el trece de septiembre de dos mil veintiuno, tal y como se manifestó en su escrito inicial de demanda.

A juicio de esta Segunda Sala Unitaria la causal de sobreseimiento hecha valer por la autoridad demandada, resulta ser fundada, ello es así en razón de las siguientes consideraciones:

En ese sentido, se tiene que esta Sala Unitaria considera que se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 228 fracción VI, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, es del tenor literal siguiente:

“ARTICULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos:

…

VI. Contra actos consentidos expresamente o por manifestaciones de voluntad que entrañen ese consentimiento, entendiéndose por estos últimos, aquéllos en contra de los cuales no se promueva  el juicio dentro de los plazos que para tal efecto señala este Libro; 

…”

Como se advierte, resulta improcedente el juicio contencioso administrativo en contra de las resoluciones que hayan sido consentidas, entendiéndose que hay consentimiento si no se promovió algún medio de defensa en los términos de las leyes respectivas.

Ahora bien, es de tener también presente el contenido del artículo 24 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, el cual dicta lo siguiente:

“ARTICULO 24. El plazo para presentar la demanda ante el Tribunal será:

I. De treinta días hábiles siguientes al en que se actualice alguno de los supuestos siguientes:
a) Al en que surta efectos, conforme a la ley del acto, la notificación de la resolución o acto que se combata, inclusive cuando se controvierta simultáneamente como primer acto de aplicación una regla administrativa de carácter general.

b) Al en que el afectado haya tenido conocimiento de ellos.

c) Al en que se hubiese ostentado sabedor de los mismos, cuando no exista notificación legalmente hecha.

…”

El artículo anteriormente trascrito señala que el término de la presentación de la demanda ante el Tribunal de Justicia Administrativa, es en el plazo de treinta días hábiles, de conformidad con las siguientes hipótesis. 

1. Contados a partir del día siguiente al en que surta efectos, conforme a la ley del acto, la notificación de la resolución o acto que se combata;

2. al en que el afectado haya tenido conocimiento de ellos,

3. o al en que se hubiese ostentado sabedor de los mismos, cuando no exista notificación legalmente hecha.

En ese sentido, se tiene que la parte actora en su escrito inicial de demanda, en el capítulo denominado “RESOLUCIÓN IMPUGNADA”, señala que reclama la resolución de fecha once de agosto de dos mil veintiuno, con número de oficio **********, emitida por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, dictada dentro del expediente ********** radicado en la Tercera Sala Unitaria de este Tribunal, dicha situación se corrobora con el extremo número dos de la inspección ocular, resultando pertinente realizar su transcripción:

“…

A FOJAS 148 VUELTA DEL EXPEDIENTE **********, SE ENCUENTRA EL ACUERDO DICTADO EN DIECISEIS DE AGOSTO DE 2021 EN QUE SE TUVO A LA AUTORIDAD DEMANDADA POR CONTESTANDO EL AUTO DE SEIS DE JULIO DE DOS MIL VEINTIUNO Y POR EXHIBIENDO LA CONSTANCIA RELATIVA AL CUMPLIMIIENTO DE LA SENTENCIA DICTADA EN ESTE JUIICIO MEDIANTE EL OFICIO NUMERO ********** DE ONCE DE AGOSTO DE DOS MIL VEINTIUNO
…“
Que en el proveído de fecha dieciséis de agosto de dos mil veintiuno, la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, en el expediente **********, ordenó dar vista a la persona moral actora “**********”. S.A. de C.V. con el oficio **********, de fecha once de agosto de dos mil veintiuno, con el que la autoridad demandada dio cumplimiento a la resolución definitiva y le concedió el plazo de cinco días para que manifestara lo que a su derecho conviniera, dicha situación se corrobora con el extremo número tres de la inspección ocular realizada en la audiencia final, misma que se transcribe a continuación:
“…

A FOJAS 148 VUELTA DEL EXPEDIENTE **********, SE ENCUENTRA EL ACUERDO DICTADO EN DIECISEIS DE AGOSTO DE 2021 EN CUYA PARTE CONDUCENTE SEÑALA “DESE VISTA A LA PARTE ACTORA PARA QUE DENTRO DEL TÉRMINO DE CINCO DÍAS HÁBILES, CONTADOS DESDE EL SIGUENTE AL EN QUE SURTA EFECTOS LA NOTIFICACIÓN DE ESTE ACUERDO, MANIFIESTE LO QUE A SUS INTERESES CONVENGA, APERCIBIDA QUE DE NO HACERLO, ESTA SALA PROCEDERA A RESOLVER DE OFICIO SI LA SENTENCIA SE ENCUENTRA O NO CUMPLIDA CON BASE EN LAS CONSTANCIAS QUE OBRAN EN EL EXPEDIENTE.

…”

Que el acuerdo del dieciséis de agosto del dos mil veintiuno dictado por la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa le fue notificado a “**********”, S.A. de C.V., el día veintitrés de agosto del dos mil veintiuno al habérselo puesto a su disposición desde el diecinueve de agosto del dos mil veintiuno en el correo electrónico ********** que le fue proporcionado para el efecto; dicha situación se corrobora con el extremo número tres de la inspección ocular realizada en la audiencia final, misma que se transcribe a continuación:

“…

A FOJAS 152 DEL EXPEDIENTE **********,  SE ENCUENTRA EL AVISO DE NOTIFICACIÓN DE FECHA DIECINUEVE DE AGOSTO DE DOS MIL VEINTIUNO ENVIADO A LA DIRECCIÓN DE CORREO ELECTRONICO ********** MEDIANTE EL QUE SE PONE A DISPOSICIÓN EL AUTO DE DIECISÉIS DE AGOSTO DE DOS MIL VEINTIUNO, Y A FOJAS 153 DEL MISMO EXPEDIENTE SE ENCUENTRA LA RAZÓN LEVANTADA POR EL NOTIFICADOR EN LA QUE SE SEÑALA EL VEINTISIETE DE AGOSTO DE DOS MIL VEINTIUNO COMO LA FECHA DE NOTIFICACIÓN DEL AUTO DE DIECISÉIS DE AGOSTO DE DOS  MIL VEINTIUNO A LA PARTE ACTORA

…”

De lo anteriormente expuesto se desprende que por auto de fecha dieciséis de agosto de dos mil veintiuno, dictado por la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, se ordenó dar vista a la persona moral actora con el oficio en este acto impugnado, concediéndole el plazo de cinco días para que manifestara lo que a su derecho conviniera.
En ese orden de ideas se tiene que el veintitrés de agosto de dos mil veintiuno, se tuvo a la persona moral actora por teniendo conocimiento del acto impugnado, ello al habérselo puesto a su disposición desde el día diecinueve de agosto de dos mil veintiuno. 

Motivo por el cual, desde el pasado veintitrés de agosto de dos mil veintiuno, se tiene que la persona moral actora se encuentra dentro de la hipótesis segunda del artículo 24 del Código Procesal Administrativo del Estado, es decir, treinta días al en que el afectado haya tenido conocimiento del acto impugnado.

Ahora bien, en el presente asunto, se debe de establecer que el plazo de los treinta días hábiles para presentar la demanda, transcurrió en exceso de conformidad con lo dispuesto en los artículos 24 fracción II, 228 fracción VI, en relación con el 239 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que la persona moral actora**********presento su demanda ante esta Segunda Sala Unitaria, el pasado veintiocho de octubre de dos mil veintiuno, excediendo el plazo de los treinta días que establece la  norma, puesto que de acuerdo al cómputo que se realiza el plazo feneció el siete de octubre del dos mil veintiuno; por lo que para un mayor entendimiento se realiza la siguiente tabla. 

AGOSTO

	LUNES
	MARTES
	MIERCOLES
	JUEVES
	VIERNES
	SABADO
	DOMINGO

	23

Tuvo conocimiento de la resolución impugnada
	24

1 DIA HABIL
	25

DIA INHABIL
	26

2 DIA HABIL
	27

3 DIA HABIL
	28

DIA INHABIL
	29

DIA INHABIL

	30

4 DIA HABIL
	31

5 DIA HABIL
	
	
	
	
	


SEPTIEMBRE

	LUNES
	MARTES
	MIERCOLES
	JUEVES
	VIERNES
	SABADO
	DOMINGO

	
	
	1

6 DIA HABIL
	2

7 DIA HABIL
	3

8 DIA HABIL
	4

 DIA INHABIL
	5

 DIA INHABIL

	6

9 DIA HABIL
	7

10 DIA HABIL
	8

11 DIA HABIL
	9

12 DIA HABIL
	10

13 DIA HABIL
	11

DIA INHABIL
	12 

DIA INHABIL

	13

14 DIA HABIL
	14

15 DIA HABIL
	15

DIA INHABIL
	16

DIA INHABIL
	17

16 DIA HABIL
	18

DIA INHABIL
	19

 DIA INHABIL

	20 

17 DIA HABIL 
	21

18 DIA HABIL
	22

19 DIA HABIL
	23

20 DIA HABIL
	24 
21 DIA HABIL
	25
 DIA INHABIL
	26
DIA INHABIL

	27 
22 DIA HABIL

	28 
23 DIA HABIL
	29 
24 DIA HABIL
	30 
25 DIA HABIL
	
	
	


OCTUBRE
	LUNES
	MARTES
	MIERCOLES
	JUEVES
	VIERNES
	SABADO
	DOMINGO

	
	
	
	
	1
26 DIA HABIL
	2
 DIA INHABIL
	3
 DIA INHABIL

	4
27 DIA HABIL
	5
28 DIA HABIL
	6
29 DIA HABIL
	7
30 DIA HABIL
VENCE EL TERMINO PARA PRESENTAR LA DEMANDA
	8

	9

	10

	11
	12
	13
	14
	15
	16
	17

	18
	19
	20
	21
	22
	23
	24



	25
	26
	27
	28

DIA EN QUE PRESENTO SU DEMANDA
	
	
	


Bajo ese tenor, es de tener presente el contenido del artículo 24 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, el cual fue transcrito con anterioridad, y del cual se advierte que a fin de garantizar el derecho de defensa de los gobernados, el legislador estableció de forma muy precisa en el normativo en cita, el término con que cuenta el particular para la interposición del juicio administrativo de nulidad para combatir los actos de autoridad, sin que se refleje de forma alguna la existencia de excepción alguna en la que se tenga un plazo distinto para promover el juicio contencioso administrativo de nulidad, de ahí que para la oportunidad de la presentación de la demanda se debe tener el consideración el termino de los treinta días que establece el normativo 24 del Código Procesal Administrativo del Estado antes citado.

En ese sentido conviene destacar que el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha estimado, que el computo del plazo para la presentación de la demanda de amparo prevista en el artículo 21 de la abrogada Ley de amparo, cuya regulación es análoga a la establecida por el artículo 24 del Código Procesal Administrativo del Estado, se contará desde el siguiente al en que haya surtido efectos, conforme a la ley del acto, la notificación al quejoso de la resolución o acuerdo que reclame; al en que haya tenido conocimiento de ellos o de su ejecución, o al en que se haya ostentado sabedor de los referidos actos, bastando en este último caso que así lo exponga el actor en la demanda, según se advierte de la jurisprudencia cuyo rubro y contenido es el siguiente:

“Novena Época, Registro: 163172, Instancia: Pleno, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXIII, Enero de 2011, Materia(s): Común, Tesis: P./J. 115/2010, Página: 5

“DEMANDA DE AMPARO. EL PLAZO PARA PROMOVERLA DEBE COMPUTARSE A PARTIR DEL DÍA SIGUIENTE AL EN QUE EL QUEJOSO TUVO CONOCIMIENTO COMPLETO DEL ACTO RECLAMADO POR CUALQUIER MEDIO CON ANTERIORIDAD A LA FECHA EN LA QUE LA RESPONSABLE SE LO NOTIFICÓ.- Conforme al artículo 21 de la Ley de Amparo, el plazo para promover la demanda de garantías será de 15 días y se contará desde el siguiente al en que haya surtido efectos, conforme a la ley del acto, la notificación al quejoso de la resolución o acuerdo que reclame; al en que haya tenido conocimiento de ellos o de su ejecución, o al en que se haya ostentado sabedor de los referidos actos, bastando en este último caso que así lo exponga en la demanda para que, si no existe prueba en contrario, la fecha de su propio reconocimiento constituya el punto de partida para determinar la oportunidad de su escrito. Esto significa que el quejoso no tiene porqué esperar a que la autoridad responsable le notifique formalmente el acto reclamado para que pueda solicitar la protección de la Justicia Federal, pues si ya tuvo conocimiento por otros medios de su existencia, no debe limitársele el acceso a los tribunales cuando puede impugnarlo en la vía de amparo. Lo anterior se corrobora con el artículo 166, fracción V, del ordenamiento legal citado, el cual prevé que en la demanda de amparo directo debe señalarse la fecha en que se haya notificado la sentencia definitiva, laudo o resolución que hubiere puesto fin al juicio, o la fecha en que el quejoso haya tenido conocimiento de la resolución reclamada; enunciado este último que reitera el derecho del quejoso de promover el juicio de amparo antes de que la responsable le notifique formalmente el fallo decisivo, cuando lo conoce por alguna causa ajena a la diligencia judicial con que se le debió dar noticia oficial de su contenido. En congruencia con lo anterior, si existe en autos prueba fehaciente de que el quejoso tuvo acceso al contenido completo del acto reclamado con anterioridad a la fecha en la que la responsable se lo notificó, debe contabilizarse la oportunidad de la demanda a partir de la primera fecha, pues sería ilógico permitirle, por un lado, la promoción anticipada del juicio cuando afirme que tuvo conocimiento del acto reclamado previamente a su notificación, pero, por otro, soslayar el mismo hecho cuando el juzgador o las demás partes sean quienes adviertan que así aconteció y que tal conocimiento se pretende ocultar.- Pleno.- Contradicción de tesis 57/2008-PL.”

En ese sentido se tiene que de la inspección ocular ofrecida por la autoridad demandada, se desprende que esta Sala Unitaria notifico el proveído de fecha dieciséis de agosto de dos mil veintiuno –acuerdo que contenía el acto impugnado-, el pasado veintitrés de agosto de dos mil veintiuno; por lo que es factible establecer que en esta última fecha la parte actora tuvo legalmente conocimiento del acto que impugna, y  por tanto para efectuar el cómputo de los treinta días para la presentación de la demanda a que se refiere el artículo 24 del Código Procesal que rige la materia, se debe atender a esa fecha.

Entonces, de conformidad con el artículo 24 del Código Procesal Administrativo del Estado, al término de la presentación de la demanda de nulidad ante esta Segunda Sala Unitaria, lo cual aconteció el pasado veintiocho de octubre de dos mil veintiuno, resulta claro que excedió el término de los treinta días hábiles para interponer la demanda de nulidad.

En consecuencia, toda vez que la Actora presentó su demanda de manera extemporánea, en cuanto a los actos reclamados; se procede a dictar el sobreseimiento del presente juicio conforme al diverso numeral 228 fracción VI y 229 fracción II del mismo ordenamiento legal citado.

Sirve de apoyo a lo anterior, por analogía la Tesis de Jurisprudencia VI.3º.C J/60, sustentada por los Tribunales Colegiados de Circuito en la Novena Época, publicada en el Semanario judicial de la Federación y su Gaceta en el tomo XXII de diciembre de 2005, la cual a la letra dice:  

“ACTOS CONSENTIDOS SON LOS QUE NO SE IMPUGNAN MEDIANTE EL RECURSO IDÓNEO. Debe reputarse como consentido el acto que no se impugnó por el medio establecido por la ley, ya que si se hizo uso de otro no previsto por ella o si se hace una simple manifestación de inconformidad, tales actuaciones no producen efectos jurídicos tendientes a revocar, confirmar o modificar el acto reclamado en amparo, lo que significa consentimiento del mismo por falta de impugnación eficaz.”

En consecuencia, con fundamento en los artículos 228 fracción VI y 229 fracción II del Código Procesal Administrativo del Estado, esta Sala Unitaria declara el sobreseimiento de este juicio, en virtud de que se trata de actos consentidos, de acuerdo con los fundamentos y razones que han quedado expuestos en el cuerpo de este Considerando.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º fracción I, 35 fracción VIII y 36 fracción VII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los artículos  217, 228 fracción VI, 229 fracción II, 248, 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.-  Por las razones expuestas en el considerando Cuarto de la presente resolución, se decreta el SOBRESEIMIENTO  del presente juicio.

TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por correo electrónico a la autoridad demandada.

Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
